
La doctrina del “doble tiro” en el TS: ¿bajo ningún con-
cepto y en ninguna circunstancia cabe una tercera liquida-

ción?1 

1.	 Precisiones previas

Antes de comentar el contenido de la denominada doctrina 
del “doble tiro”, conviene hacer unas precisiones previas que 
expliquen la razón del nacimiento de esta doctrina.

Si la administración tributaria (AT) dicta una liquidación tri-
butaria y la misma adolece de algún tipo de defecto, este podía 
provocar dos situaciones: nulidad de pleno derecho y anulabi-
lidad. La primera situación la provocan aquellos vicios de más 
gravedad y tiene como consecuencia la inexistencia2 del acto li-
quidatorio, que no puede ser objeto de convalidación y los actos 
realizados no interrumpen la prescripción. En el caso de anula-
bilidad, la liquidación puede ser convalidada o subsanada y los 
actos realizados interrumpen la prescripción.

El problema se planteaba sobre todo con respecto a la anula-
bilidad. Si el acto puede ser convalidado y la prescripción se inte-
rrumpe, la AT puede incurrir en reiterados defectos de anulabi-
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lidad que se verán acompañados de otros 
reiterados intentos de liquidación hasta 
que al final la AT acierte con una liquida-
ción sin defectos. En este caso la AT sólo 
está limitada por la reformatio in peius y 
la propia prescripción, que como ya se ha 
comentado, es fácil interrumpir para que 
el plazo de cuatro años vuelva a empezar 
a computar. Esto podría llevar a que un 
acto liquidatorio se repita constantemen-
te y el procedimiento o procedimientos se 
alarguen años con las consiguientes mo-
lestias al contribuyente que se ve someti-
do a un procedimiento tributario sin fin. 

La pregunta que procede por tanto es 
si esta situación es justa para un obligado 
tributario, es decir, si la AT puede encade-
nar procedimientos continuamente hasta 
acertar. En este tema se mezclan muchos 
principios, algunos contrapuestos, como 
el deber de contribuir al sostenimiento 
de los gastos públicos y la eficacia de la 
administración por un lado y el derecho 
a un proceso sin dilaciones indebidas, la 
seguridad jurídica o la buena administra-
ción, por otro.

Lo primero que hay que señalar, es que 
para esta concreta cuestión no existe nor-
mativa, de ahí que la solución haya venido 
por parte de los tribunales de justicia, que 
en esta materia han creado derecho al más 
puro estilo anglosajón.

La polémica surge no tanto por el loa-
ble fin que persigue esta doctrina, sino 
porque como ha señalado TEJERIZO 
LOPEZ3 y con él, un buen número de 
autores, “se trata de una de las cuestiones 
más polémicas, controvertidas y peor re-
sueltas por el legislador y la jurispruden-
cia (el último calificativo lo añadimos nosotros). 
Buena prueba de ello ha sido el encen-
dido debate que ha suscitado la cuestión, 
no solo entre la doctrina (decenas de trabajos 
se ha ocupado de ella, como acabamos de decir), 
lo que era de esperar, sino también entre 
la magistratura, lo que ya resulta menos 
habitual, como lo pone de relieve el he-
cho de que los votos particulares formu-

lados en las sentencias dictadas sobre esta 
cuestión hayan alcanzado una frecuencia 
desusada, sobre todo en las primeras en 
la que ella se suscitó. Incluso se ha dado 
la paradoja de que, al menos en varias de 
las que hemos examinado, el ponente (que 
es quien expresa la postura de la mayoría del   
tribunal) ha formulado también un voto 
particular (por ejemplo, en la STS de 19 de no-
viembre de 2012). La impresión que hemos 
extraído del estudio realizado no puede 
ser más descorazonadora. La doctrina 
sentada por el TS nos parece confusa y 
contradictoria, desde luego muy lejos de 
la armonía con la que se la ha calificado 
en alguna de las sentencias que veremos. 
Y la lectura que la Administración tribu-
taria ha hecho de esta doctrina ha sido in-
teresada por sesgada”.

2.	 Principales hitos de la doctrina 
jurisprudencial

Es imposible comentar todas las sen-
tencias del Tribunal Supremo (STS) que 
se refieren a este tema. En el trabajo seña-
lado de TEJERIZO LOPEZ se citan 74 
STS entre 1997 y 2025, más las que se han 
dictado desde esa fecha. Señalaré las que 
considero más relevantes con indicación 
de sus razonamientos principales:

•	 STSJ de Valencia 17/06/2010: Es 
la sentencia creadora de la doctrina 
del tiro único. Señala que la posibi-
lidad sanatoria de los actos tributa-
rios anulados por defectos formales 
sólo se contempla en el marco de 
los procedimientos administrativos, 
pero esta posibilidad no es aplicable 
al proceso jurisdiccional. Los prin-
cipios constitucionales de seguridad 
jurídica y tutela judicial efectiva, exi-
gen que las resoluciones judiciales 
se ejecuten en sus propios términos, 
por lo que la factibilidad de reitera-
ción de actos administrativos anula-
dos, aunque tiene como ventaja el 
principio de justicia material, evitan-
do que por cuestiones formales se 
incumpla el deber de contribuir se-
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gún la propia capacidad económica, 
tiene el inconveniente de riesgo de 
latencia sine die del conflicto, dejan-
do en manos de la Administración 
dilatar de manera indefinida la situa-
ción de injusticia, sin más que reite-
rar los vicios formales en cada nue-
va tramitación, con grave merma 
del principio de seguridad jurídica. 

•	 STS 19/12/2012: Es la sentencia 
que corrige la anterior y crea la doc-
trina del doble tiro. Señala que, dado 
que no hay una expresa regulación 
en la ley de la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, hay que estar 
(por remisión) a lo que se establezca 
en la normativa administrativa ge-
neral o en la estrictamente tributaria 
(art. 70 del Real Decreto 520/2005, 
de 13 de mayo, por el que se aprue-
ba el Reglamento general de desa-
rrollo de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, en 
materia de revisión en vía adminis-
trativa - RR). Al no impedir la ley de 
la jurisdicción la posibilidad de re-
mediar los vicios que hayan dado lu-
gar a la estimación del recurso, debe 
estarse a la regulación administrativa 
y tributaria, normativa que permite 
la reiteración de los actos anulados, 
tanto en el caso de vicios de forma o 
de procedimiento, como en el de in-
fracción sustantiva o error iuris. Sin 
embargo, esta facultad de la Admi-
nistración no es absoluta, pues está 
sujeta al límite de la prescripción, a 
la imposibilidad de la repetición del 
mismo error por la Administración 
Tributaria (doble tiro) y al principio 
de reformatio in peius.

•	 STS 29/09/2014: esta sentencia, en 
la línea de la anterior y aplicando 
subsidiariamente en el ámbito con-
tencioso administrativo la normati-
va tributaria, distingue entre errores 
formales o materiales. Si son forma-

les, cabe la retroacción de actuacio-
nes situándose en el mismo proce-
dimiento anterior. Por el contrario, 
en los errores materiales, se puede 
volver a liquidar, pero “sin tramitar 
otra vez el procedimiento y sin com-
pletar la instrucción pertinente”, es 
decir, la administración liquidaría en 
su caso directamente y en ejecución 
de sentencia. Reitera que la facultad 
de la Administración de liquidar de 
nuevo no es absoluta, negando todo 
efecto a la liquidación que incurre 
de nuevo en el mismo error. 

•	 STS 12/11/2015: esta sentencia es 
la que abre el camino, confirmado 
por sentencia posteriores, sobre 
todo las recientes, de que no es ne-
cesario para aplicar la doctrina del 
doble tiro que el error cometido sea 
el mismo, sino que basta que exista 
“identidad de razón” entre ellos. Las 
últimas sentencias ya no exigen esa 
identidad de razón.

•	 STS 3/4/2024: en esta sentencia, el 
TS parece contradecirse con la an-
terior que limitaba la posibilidad de 
realizar otro procedimiento tributa-
rio cuando había defectos de fondo. 
Aquí señala que la AT puede volver 
a liquidar, aunque la anulación sea 
por razones sustantivas iniciando 
otro procedimiento, siempre que no 
haya prescripción, no haya contu-
macia en el error y no haya refor-
matio in peius.

•	 STS 5/4/2024: esta sentencia no es 
que añada algo novedoso a la elabo-
ración de la doctrina del doble tiro, 
pero sí hace un claro resumen de lo 
construido hasta esa fecha. Señala-
mos algunas de sus conclusiones:  

a.	Si hay vicio de forma se retrotrae 
al momento procedimental tributa-
rio en que se cometió ese vicio (la 
ejecución consiste precisamente en 
rectificar ese vicio de forma). Al 
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volverse a situar en un procedimien-
to tributario, nacen contra la liqui-
dación resultante otra vez, todas las 
series de recursos y reclamaciones 
administrativas. 

b.	Si hay vicio sustantivo, hay que dis-
tinguir:

1.	 Estimación total: la ejecu-
ción es la anulación de la liquidación, 
por lo que la AT puede volver a liqui-
dar con un nuevo procedimiento con 
los límites manifestados (prescripción, 
reformatio in peius y contumacia en el 
error). Se inician también de nuevo los 
recursos y reclamaciones administrati-
vas.

2.	 Estimación parcial: la ad-
ministración liquida en ejecución de 
sentencia sin un nuevo procedimien-
to tributario. Estaríamos puramente 
en ejecución de sentencias, por lo que 
contra dicha ejecución sólo cabrían in-
cidente de ejecución.

Esta última sentencia también realiza 
otras consideraciones muy claras que nos 
ayudan a entender los problemas de su 
aplicación. Así señala que:

•	 “estamos ante un tema que además 
de controvertido y complejo resulta 
muy casuístico”, es decir, la cantidad 
distinta de situaciones que se pue-
den provocar en la práctica no hace 
recomendable que la jurisprudencia 
dicte frases tajantes como las que 
comentaremos posteriormente.  

•	 “Ciertamente las normas que ri-
gen la ejecución de sentencias en el 
ámbito contencioso administrativo 
contemplan la materia con carácter 
general”: reconociendo que quizás 
esta materia necesite una regulación 
legal más detallada.

•	 “A la Administración en ejecución 
de sentencias judiciales se le asigna y 
reconoce en exclusividad el papel de 

colaborar en su cumplimiento; es el 
órgano judicial el que adquiere ab-
soluto protagonismo en ejecutar lo 
juzgado por mandato constitucio-
nal”, es decir, que aunque la norma-
tiva de ejecución de sentencias en 
el ámbito contencioso adolezca de 
falta de regulación normativa, el ór-
gano judicial debería establecer en la 
sentencia reglas claras de ejecución 
a la administración, para evitar reite-
rados “tiros”. 

3.	 La STS 29/09/2025 y su tajan-
te doctrina “bajo ningún concepto ni 
circunstancia”.

Antes de entrar en el comentario de 
esta sentencia conviene extraer algunas 
conclusiones de la evolución jurispruden-
cial de esta doctrina hasta esta fecha:

•	 La primera, es que existe una in-
suficiente regulación normativa en 
materia de ejecución de sentencias 
y resoluciones.

•	 La segunda es que la jurisprudencia, 
ante esa ausencia, intenta crear una 
doctrina sobre la posibilidad de rei-
teración de actos administrativos de 
liquidación, y si bien se puede cri-
ticar la forma en que se ha venido 
elaborando, como así hace gran par-
te de la doctrina y señalan algunas 
sentencias, hay que reconocer que a 
pesar de esas contradicciones e idas 
y venidas, la doctrina ha ido avan-
zando y consolidándose, solucio-
nando cada caso particular que se 
le presentaba y extrayendo de cada 
uno alguna regla general.

•	 La tercera conclusión es que, como 
señala la STS 5/4/2024, estamos 
ante un tema muy casuístico, lo que 
sin duda es la principal causa de esas 
“contradicciones” entre sentencias, 
lo que impiden solucionar el tema 
de una forma tajante, siendo este el 
gran error que comente la sentencia 
que ahora vamos a comentar.  
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•	 La cuarta y última es que la enorme 
casuística que se puede presentar en 
este tema, unido a que la construc-
ción doctrinal de la teoría del doble 
tiro no ha sido perfecta, como ya 
hemos comentado, hace que la AT 
encuentre muchas dificultades en su 
aplicación, lo que no implica para 
nada que, por lo general, haya mala 
praxis o mala fe administrativa.

Comencemos por explicar el supuesto 
fáctico de la sentencia. Se trata de una li-
quidación del Impuesto sobre Sucesiones 
en la que se realizan comprobaciones de 
valor de varios bienes. La sentencia consi-
dera esta liquidación el primer “tiro”. Di-
cha primera liquidación es anulada por el 
TEAR que ordena retrotraer, dado que se 
trata de un vicio formal. Como es sabido, 
la AT tiene que situarse en el momento 
procedimental correspondiente y cuenta 
con el tiempo restante del procedimiento 
original. En este caso, la AT notifica una 
propuesta de liquidación con trámite de 
audiencia, pero no le da tiempo a notifi-
car la liquidación en el plazo del procedi-
miento. Como estamos en retroacción, y 
según la doctrina jurisprudencial vigente 
hasta este momento se aplica la LGT, el 
procedimiento ha caducado y así se noti-
fica al contribuyente. La sentencia califica 
esa propuesta de liquidación de segundo 
“tiro”. Como según la LGT, los proce-
dimientos caducados se pueden volver 
a iniciar si no ha prescrito el derecho de 
la administración a liquidar, la AT inicia 
otro procedimiento y notifica una nueva 
liquidación en función de lo ordenado 
por el TEAR. La sentencia del TS califica 
esta liquidación de tercer “tiro”. Recurri-
da esta última liquidación al TEAR, este 
desestima totalmente al contribuyente 
que acude al TSJ. Este último tribunal 
considera correcta las valoraciones de al-
gunos inmuebles, pero otras no, así que 
ordena girar nueva liquidación con los va-
lores comprobados que estimó correctos 
y pasando por los valores declarados que 
consideró incorrectamente valorados, ya 
que en aplicación de la doctrina del doble 

tiro, la administración no puede volver a 
valorar. El TS considera esta liquidación 
un cuarto “tiro”.

Lo primero que debemos plantearnos 
es por qué ni el TEAR ni el TSJ ven los 
cuatro “tiros” que ve el TS. La cuestión se 
traduce en que nadie se ha planteado que 
se entiende por “tiro”, y de las sentencias 
del TS parece desprenderse que se identi-
fica “tiro” con liquidación. Así por ejem-
plo cuando esta sentencia se pregunta “si 
la Administración puede dictar no solo 
dos, sino más actos de liquidación u otros 
desfavorables para el administrado”, iden-
tificando liquidación con acto desfavora-
ble.  Sin perjuicio de lo desafortunado de 
utilizar en esta materia el término “tiro” 
como disparo al contribuyente, está claro 
que un “tiro” es una liquidación, pero no 
toda liquidación, sino aquella que agrava 
la situación al contribuyente, resultado de 
una comprobación de la AT que incre-
menta la cuota a pagar.

Pongamos un simple ejemplo para 
demostrar que una liquidación no es en 
todo caso un “tiro”. Un contribuyente 
presenta una autoliquidación en la que no 
aplica un beneficio fiscal teniendo dere-
cho a ello. Cuando se da cuenta, y dado 
que en ese impuesto no existe la autoli-
quidación rectificativa, solicita una rectifi-
cación de autoliquidación. Este acto inicia 
un procedimiento de gestión que termina 
con una liquidación de la administración 
reconociendo el beneficio fiscal, y por lo 
tanto una devolución al contribuyente. 
Hay liquidación, pero no hay “tiro”.

Volvemos al caso de la STS. Está claro 
que la primera liquidación es un “tiro”, 
dado que incrementa la base imponible 
frente a lo autoliquidado por el contribu-
yente. Lo que el TS considera que es el 
segundo “tiro” es una propuesta de liqui-
dación que termina en un procedimien-
to caducado. No se puede considerar un 
segundo “tiro”, dado que ni tan siquiera 
existe liquidación y por lo tanto, si no hay 
acto administrativo no hay deuda ningu-
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na, por lo que es imposible que se perju-
dique al contribuyente. Lo que el TS con-
sidera tercer “tiro” sí es un “tiro”, dado 
que la AT vuelve a valorar los bienes y por 
lo tanto a incrementar la base imponible 
con un acto administrativo de liquidación 
que crea una obligación al contribuyente. 
Finalmente, el TSJ considera que algunos 
bienes de esta última liquidación (que 
para el TSJ es 2º tiro porque no compu-
ta como tal la propuesta caducada) están 
bien valorados (es decir, la AT ha acer-
tado a la 2º, que es lo que le permite la 
doctrina del doble tiro) pero otros bienes 
no están bien valorados, por lo que el TSJ 
ordena que se dicte una nueva liquida-
ción que pase por los valores declarados 
en estos bienes (no en los otros), ya que 
si no se trataría de un 3º tiro que es lo 
que prohíbe esta doctrina. ¿Es esta última 
liquidación un tercer “tiro”? En mi opi-
nión no, por que no empeora la situación 
del contribuyente con relación al 2º “tiro” 
sino todo lo contrario, rebaja dicha cuo-
ta al pasar por los valores declarados del 
contribuyente en algunos bienes. Lo con-
trario llevaría a que un doble error en un 
motivo de la liquidación que supusiera un 
1% del importe regularizado, anulara la 
comprobación que dio lugar al 99% que 
fue correcta desde el principio. 

Finalmente, el TS en esta sentencia anu-
la todas las liquidaciones, y la contribu-
ción de este ciudadano al sostenimiento 
de los gastos públicos es la determinada 
en su autoliquidación. Y este es preci-
samente el pilar en el que el magistrado 
ponente basa su argumentación. Existe 
un sector doctrinal opuesto a la teoría del 
doble “tiro” en el sentido que de que la 
administración puede intentar la liquida-
ción cuantas veces se lo permita el plazo 
de prescripción, basándose en del deber 
de contribuir, argumento utilizado por la 
abogacía de estado en sus recursos. Esta 
STS considera que ese deber de contribuir 
necesita en cada caso una cuantificación 
de la cuota a pagar y esa cuantificación 
la realiza inicialmente el contribuyente en 
su autoliquidación porque así le obliga la 

norma. Esa autoliquidación se presume 
correcta, y la AT puede combatirla con 
sus procedimientos comprobadores, pero 
siempre que lo haga bien, en este caso que 
no yerre dos veces. Si no lo hace correcta-
mente, su potestad de comprobar cae y la 
cuantificación del deber de contribuir es 
la establecida en la autoliquidación, ya que 
la AT no ha sido capaz de demostrar que 
la autoliquidación no fue correcta, con lo 
que el deber de contribuir queda salvado.

Para finalizar, el TS establece la máxi-
ma de que “bajo ningún concepto y en 
ninguna circunstancia, sea admisible que 
la Administración pueda dictar un tercero 
y, menos aún, ulteriores actos administra-
tivos, aunque ese segundo acto adoleciera 
de cualquier vicio, formal o material con 
infracción del ordenamiento jurídico”. Si 
en algo han estado de acuerdo casi todas 
las STS anteriores, es que estamos ante un 
tema muy casuístico como es la ejecución 
de sentencias, ya que las situaciones que la 
realidad nos ofrece son tan variadas que 
no se pueden resumir en una sola frase, 
por lo que este tipo de frases rotundas no 
ayudan a aclarar la cuestión, rompen con 
la construcción casuística que venían lle-
vando el TS hasta ahora y planteará más 
conflictividad, sin olvidar que creará si-
tuaciones injustas en contra del principio 
de igualdad.

Ejemplo de esto último lo tenemos 
en las autoliquidaciones no presentadas. 
Si un contribuyente presenta una autoli-
quidación y la AT le practica una primera 
liquidación anulada y luego otra segunda 
también anulada, según la doctrina del 
doble “tiro” no puede volver a liquidar 
y la contribución al sostenimiento de 
los gastos públicos de ese ciudadano es 
la ingresada en la autoliquidación. Aquí 
funciona la teoría del TS de esta sen-
tencia. Pero si otro contribuyente en la 
misma situación opta por incumplir su 
obligación y no presentar la autoliquida-
ción, y la AT lo detecta y hace lo mismo 
(dos liquidaciones con errores), entonces 
aplicando la doctrina de que nunca y en 
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ningún caso cabe otra liquidación, la AT 
no podría hacer una liquidación con los 
datos declarados por el contribuyente en 
el acto o negocio que recoge el hecho im-
ponible. Lo expresa muy claramente la 
STSJ de Galicia de 15/09/2023 señalan-
do que4 “En otro caso – entender que la 
ATRIGA no puede liquidar por el valor 
reflejado en la escritura dado que no se 
formuló autoliquidación- supondría be-
neficiar al contribuyente que no formuló 
la autoliquidación …  frente al contribu-
yente que lo hizo diligentemente …  por 
lo que, consideráremos que no estamos 
en el supuesto de una tercera liquidación 
que incumpla la doctrina del doble tiro, ya 
que esta, en realidad, lo que impide esta 
doctrina es una nueva comprobación”.  

4.	 Conclusión.

Estoy de acuerdo con la doctrina del 
doble tiro, ya que, si tenemos en cuenta 
principios como la buena administración 
o el derecho a un proceso sin dilaciones 
indebidas, la potestad de comprobar de la 
administración no puede perpetuarse en 
el tiempo. Sin embargo, dada la importan-
cia que esta doctrina tiene en la práctica 

tributaria por la gran cantidad de asuntos 
a los que puede afectar (repetimos que la 
casuística es interminable), lo recomen-
dable sería una regulación legal. Mientras 
esto no se produzca, el TS a través de sus 
sentencias perfilará en cada caso concreto 
los límites de esta doctrina como ha he-
cho hasta ahora.

Lo que no puede hacer es intentar zan-
jar un tema tan complicado con frases 
rotundas que no admite excepciones, que 
más bien parecen titulares periodísticos 
o eslóganes y que sin duda aumentará 
la conflictividad incentivando provocar 
dichos errores de la administración, lo 
que iría en contra del deber de contri-
buir, beneficiando al incumplidor frente 
al cumplidor, incluso en casos en los que 
esa mala praxis administrativa puede no 
concurrir (piénsese por ejemplo en liqui-
daciones anuladas por cambios de criterio 
jurisprudenciales posteriores al dictado 
de la liquidación).  

Notas al final
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2	 Algunos autores distinguen la inexistencia como una tercera categoría distinta de la nulidad y la anulabilidad.
3	 “A vueltas con la posibilidad de reiterar las liquidaciones tributarias anuladas por sentencia firme”, Revista Española 

de Derecho Financiero, nº 206, Abril de 2025, Editorial Civitas.
4	 La traducción del gallego es propia.


